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El Derecho de la Unión no se opone a que el órgano jurisdiccional superior de la 
jurisdicción ordinaria de un Estado miembro no pueda anular una sentencia dictada 
infringiendo dicho Derecho por el órgano jurisdiccional superior de la jurisdicción 

contencioso-administrativa de ese Estado miembro 

Esto se ha de entender, no obstante, sin perjuicio de la posibilidad que tienen los perjudicados por 
esa infracción de solicitar ser indemnizados por el Estado miembro de que se trate 

Azienda USL Valle d’Aosta (Agencia Sanitaria Local del Valle de Aosta, Italia) inició un 
procedimiento de licitación de un contrato público, a efectos de seleccionar una empresa de 
trabajo temporal para la puesta a disposición de trabajadores con carácter temporal. Randstad 
Italia SpA (en lo sucesivo, «Randstad») figuraba entre los licitadores que participaron en dicho 
procedimiento. A raíz de la evaluación de las ofertas técnicas, Randstad fue excluida debido a que 
su oferta no había alcanzado la puntuación correspondiente al umbral mínimo fijado. 

Randstad interpuso ante el tribunal de lo contencioso-administrativo de primera instancia 
competente un recurso que tenía por objeto, por una parte, impugnar su exclusión del 
procedimiento de adjudicación del contrato y, por otra parte, demostrar la irregularidad de ese 
procedimiento. El recurso fue admitido pero desestimado en cuanto al fondo. Sin embargo, el 
Consiglio di Stato (Consejo de Estado, Italia), ante el que se interpuso recurso de apelación, 
consideró que deberían haber sido declarados inadmisibles los motivos invocados para impugnar 
la regularidad del procedimiento, ya que Randstad carecía de legitimación para formular esos 
motivos. Así pues, modificó en este punto la sentencia dictada en primera instancia. Contra dicha 
sentencia, Randstad interpuso recurso de casación ante la Corte suprema di cassazione (Tribunal 
Supremo de Casación, Italia). Ese tribunal subrayó, en cuanto al fondo, que la negativa del 
Consejo de Estado a examinar los motivos basados en la irregularidad del procedimiento de 
adjudicación del contrato vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva, en el sentido del Derecho 
de la Unión. No obstante, señaló que el Derecho constitucional italiano, 1 tal como lo interpreta la 
Corte costituzionale (Tribunal Constitucional, Italia), 2 exige que se declare la inadmisibilidad de tal 
recurso de casación. En efecto, contra las resoluciones del Consejo de Estado, solo se podrá 
interponer recurso de casación por motivos inherentes a la jurisdicción, cuando, en el caso 
de autos, el recurso de casación de Randstad se fundamentaba en un motivo basado en una 
infracción del Derecho de la Unión. 

En este contexto, el Tribunal de Casación decidió someter el asunto al Tribunal de Justicia para 
que aclare, en esencia, si el Derecho de la Unión 3 se opone a una disposición del Derecho 
interno que, según la jurisprudencia nacional, no permite al justiciable impugnar, en el marco de 

                                                 
1 Artículo 111, párrafo octavo, de la Constitución italiana. 
2 Sentencia n.º 6/2018, de 18 de enero de 2018, relativa a la interpretación del artículo 111, párrafo octavo, de la 
Constitución italiana. 
3 Artículos 4 TUE, apartado 3, y 19 TUE, apartado 1, y artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva 89/665/CEE del 
Consejo, de 21 de diciembre de 1989, relativa a la coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas referentes a la aplicación de los procedimientos de recurso en materia de adjudicación de los contratos 
públicos de suministros y de obras (DO 1989, L 395, p. 33), en su versión modificada por la Directiva 2014/23/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014 (DO 2014, L 94, p. 1), en relación con el artículo 47 de la 
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (en lo sucesivo, «Carta»). 
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un recurso de casación ante aquel tribunal, la conformidad con el Derecho de la Unión de una 
sentencia del órgano jurisdiccional superior de la jurisdicción contencioso-administrativa. 

El Tribunal de Justicia, constituido en Gran Sala, considera que tal disposición es conforme con el 
Derecho de la Unión. 

Apreciación del Tribunal de Justicia 

A la luz del principio de autonomía procesal, el Tribunal de Justicia observa que, sin perjuicio de la 
existencia de normas de la Unión en la materia, corresponde al ordenamiento jurídico interno 
de cada Estado miembro configurar la regulación procesal de los recursos para garantizar 
a los justiciables, en los ámbitos cubiertos por el Derecho de la Unión, el respeto de su 
derecho a la tutela judicial efectiva, en el sentido del artículo 19 TUE. Sin embargo, debe 
garantizarse que dicha regulación no sea menos favorable que en situaciones similares de 
carácter interno (principio de equivalencia) y que no haga imposible en la práctica o 
excesivamente difícil el ejercicio de los derechos que confiere el ordenamiento jurídico de la Unión 
(principio de efectividad). Así pues, el Derecho de la Unión no se opone, en principio, a que los 
Estados miembros limiten o supediten a determinados requisitos los motivos que pueden 
invocarse en los procedimientos de casación, a condición de que se respeten esos dos principios. 

Por lo que respecta al principio de equivalencia, el Tribunal de Justicia señala que, en el caso 
de autos, la competencia del tribunal remitente para conocer de recursos de casación que se 
basan en disposiciones de Derecho nacional o en disposiciones del Derecho de la Unión contra 
sentencias del Consejo de Estado está limitada según la misma regulación. Por consiguiente, se 
garantiza el respeto de este principio. 

En cuanto al principio de efectividad, el Tribunal de Justicia recuerda que el Derecho de la 
Unión no tiene como efecto obligar a los Estados miembros a crear vías de recurso distintas de las 
existentes en el Derecho interno, a menos que no exista ninguna vía de recurso judicial que 
permita garantizar el respeto de los derechos que el Derecho de la Unión confiere a los 
justiciables. Si, en el caso de autos, el tribunal remitente aprecia la existencia de tal vía de recurso 
judicial, lo que parece ser el caso a priori, es perfectamente posible, desde el punto de vista del 
Derecho de la Unión, que el Estado miembro de que se trate invista al órgano jurisdiccional 
superior de su jurisdicción contencioso-administrativa con la competencia para pronunciarse en 
última instancia sobre el litigio, tanto de hecho como de Derecho, e impida, en consecuencia, que 
ese mismo litigio pueda volver a ser examinado en cuanto al fondo en el marco de un recurso de 
casación ante el órgano jurisdiccional superior de su jurisdicción ordinaria. Así pues, la disposición 
nacional controvertida tampoco viola el principio de efectividad ni indica nada que permita concluir 
la infracción del artículo 19 TUE. No contradicen esta conclusión las disposiciones de la Directiva 
89/665 que, en el ámbito de la adjudicación de contratos públicos, obligan a los Estados miembros 
a garantizar el derecho a la tutela judicial efectiva. 4 

No obstante, el Tribunal de Justicia señala que, habida cuenta del derecho a la tutela judicial 
efectiva garantizado por esta Directiva y por el artículo 47 de la Carta, el Consejo de Estado 
consideró erróneamente la inadmisibilidad del recurso de Randstad ante los tribunales de 
lo contencioso-administrativo. A este respecto, el Tribunal de Justicia recuerda, por una parte, 
que para declarar admisible dicho recurso basta con que exista la posibilidad de que la entidad 
adjudicadora, en el caso de que se estime el recurso, se vea llevada a repetir el procedimiento de 
adjudicación del contrato público. Por otra parte, en virtud de dicha Directiva, el recurso solo 
puede interponerlo el licitador que aún no haya quedado definitivamente excluido del 
procedimiento de adjudicación del contrato y la exclusión de un licitador solo se considerará 
definitiva si le ha sido notificada y ha sido «considerada legal» por un juez independiente e 
imparcial. 5 

                                                 
4 Artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva 89/665. 
5 Artículo 2 bis, apartado 2, de la Directiva 89/665, interpretado a la luz del artículo 47 de la Carta. 



 

En el caso de autos, el Consejo de Estado infringió esta norma, puesto que tanto cuando 
Randstad interpuso su recurso ante el tribunal de primera instancia como cuando este se 
pronunció, dicho tribunal o cualquier otro órgano de recurso independiente no habían aún 
considerado legal la decisión de la mesa de contratación de excluir a dicho licitador del 
procedimiento. 

No obstante, en una situación como la del caso de autos, en la que el Derecho procesal nacional 
permite, en sí mismo, a los interesados interponer un recurso ante un tribunal independiente e 
imparcial e invocar ante él, de manera efectiva, una infracción del Derecho de la Unión y de las 
disposiciones del Derecho nacional que lo transponen en el ordenamiento jurídico interno, pero en 
la que el órgano jurisdiccional superior de la jurisdicción contencioso-administrativa del Estado 
miembro de que se trata, que resuelve en última instancia, supedita indebidamente la 
admisibilidad de dicho recurso a requisitos que suponen privar a tales interesados de su derecho a 
la tutela judicial efectiva, el Derecho de la Unión no exige que ese Estado miembro 
establezca, para reparar la infracción del citado derecho a la tutela judicial efectiva, la 
posibilidad de interponer ante el órgano jurisdiccional superior de la jurisdicción ordinaria 
un recurso de casación contra esas decisiones de inadmisibilidad procedentes del órgano 
jurisdiccional superior de la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Por último, el Tribunal de Justicia subraya que esta solución se entiende sin perjuicio de la 
facultad que tienen los particulares que, en su caso, hayan resultado perjudicados por la 
violación de su derecho a la tutela judicial efectiva como consecuencia de una resolución 
de un órgano jurisdiccional que resuelva en última instancia de exigir la responsabilidad 
del Estado miembro de que se trate, siempre que se cumplan los requisitos establecidos por el 
Derecho de la Unión a tal efecto, en particular el relativo al carácter suficientemente caracterizado 
de la violación de dicho Derecho. 

 

NOTA: La remisión prejudicial permite que los tribunales de los Estados miembros, en el contexto de un 
litigio del que estén conociendo, interroguen al Tribunal de Justicia acerca de la interpretación del Derecho 
de la Unión o sobre la validez de un acto de la Unión. El Tribunal de Justicia no resuelve el litigio nacional, y 
es el tribunal nacional quien debe resolver el litigio de conformidad con la decisión del Tribunal de Justicia. 
Dicha decisión vincula igualmente a los demás tribunales nacionales que conozcan de un problema similar. 

 

Documento no oficial, destinado a los medios de comunicación y que no vincula al Tribunal de Justicia. 

El texto íntegro de la sentencia se publica en el sitio CURIA el día de su pronunciamiento. 
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